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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.

TEXTO APROBADO POR LA COMISIÓN 
PRIMERA DEL HONORABLE SENADO DE 

LA REPÚBLICA AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 35 DE 2017 SENADO

por la cual se modifica y adiciona la Ley 5ª de 
1992, se crea la Comisión Legal del Congreso de la 
República para la Defensa, Protección y Promoción 
de los Derechos de los Pueblos Indígenas y se dictan 

otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 

objeto la creación de la Comisión Legal para la 
Defensa, Protección y Promoción de los Derechos 
de los Pueblos Indígenas en el Congreso de la 
República para promover la implementación de la 
normatividad reconocedora de los derechos de los 
pueblos indígenas, y hacer seguimiento y control 
político a los programas y las políticas públicas para 
la defensa y promoción de los derechos individuales 
y colectivos de los pueblos y comunidades indígenas, 
desde una perspectiva de derechos.

Artículo 2°. Adiciónese el artículo 55 de la Ley 5ª 
de 1992, el cual quedará así:

Artículo 55. Integración, denominación y 
funcionamiento. Además de las Comisiones 
Legales señaladas para cada una de las Cámaras 
con competencias diferentes a estas corresponderá 
integrar aplicando el sistema del cociente electoral 
y para el periodo constitucional la Comisión de 
Derechos Humanos y Audiencias, la Comisión 
de Ética y Estatuto del Congresista, la Comisión 
de Acreditación Documental, la Comisión para 
la Equidad de la Mujer, la Comisión Legal de 
Seguimiento a las Actividades de Inteligencia y 
Contrainteligencia, la Comisión Legal para la 
Protección de los Derechos de las Comunidades 
Negras o Población Afrocolombiana y la Comisión 

Legal para la Defensa, Protección y Promoción 
de los Derechos de los Pueblos Indígenas en el 
Congreso de la República.

Parágrafo. La Comisión Legal para la Defensa, 
Protección y Promoción de los Derechos de los 
Pueblos Indígenas en el Congreso de la República 
será integrada por los tres (3) congresistas electos 
por la circunscripción especial indígena, los otros 
seis (6) miembros serán elegidos por el método 
de cociente electoral, tres (3) correspondientes al 
Senado de la República y los otros tres (3) por la 
Cámara de Representantes.

Artículo 3°. Adiciónese a la Sección Segunda del 
Capítulo IV, del Título II de Ley 5ª de 1992 con un 
artículo nuevo del siguiente tenor:

Artículo 61I. Objeto de la Comisión Legal para la 
Defensa, Protección y Promoción de los Derechos 
de los Pueblos Indígenas. Esta Comisión tiene por 
objeto propender por un efectivo cumplimiento 
de las normas reconocedoras de derechos de los 
pueblos indígenas, de las garantías para el ejercicio 
y disfrute pleno de los derechos de los pueblos 
indígenas que contribuyan a su pervivencia étnica 
y cultural, así como por un eficaz control político 
desde el Congreso de la República, sobre políticas, 
proyectos o acciones públicas o privadas que los 
afecten.

Artículo 4°. Adiciónese a la Sección Segunda del 
Capítulo IV, del Título II de la Ley 5ª de 1992 con 
un artículo nuevo del siguiente tenor:

Artículo 61J. Composición. La Comisión Legal 
para la Defensa, Protección y Promoción de los 
Derechos de los Pueblos Indígenas en el Congreso 
de la República, estará integrada por nueve (9) 
miembros, entre quienes están por derecho propio 
tres (3) congresistas elegidos por circunscripción 
especial indígena, los otros seis (6) miembros 
serán tres (3) representantes a la Cámara y tres (3) 
senadores, propendiendo porque sean congresistas 



Página 2	 Martes, 17 de julio de 2018	 Gaceta del Congreso  534

que se autorreconozcan como indígenas o que 
manifiesten su interés y compromiso en hacer 
parte de la misma para promover la defensa de los 
derechos e intereses de esta población.

Parágrafo 1°. Los miembros de esta Comisión 
deberán ser designados dentro de los 15 días 
siguientes al inicio de cada legislatura ordinaria y 
serán escogidos por las plenarias de cada una de 
las Cámaras.

Artículo 5°. Adiciónese a la Sección Segunda del 
Capítulo IV, del Título II de la Ley 5ª de 1992 con 
un artículo nuevo del siguiente tenor:

Artículo 61K. Funciones y atribuciones. La 
Comisión para la Defensa, Protección y Promoción 
de los derechos de los Pueblos Indígenas en el 
Congreso de la República, tendrá las siguientes 
funciones y atribuciones:

1.	 Elegir la Mesa Directiva de esta Comisión 
Legal.

2.	 Dictar y aprobar su propio reglamento para 
el desarrollo de su objeto institucional.

3.	 Verificar el cumplimiento de las leyes y nor-
mas relativas a los derechos de los pueblos 
indígenas en los entes territoriales, organis-
mos descentralizados y demás instituciones 
públicas o privadas.

4.	 Hacer control y seguimiento a la implemen-
tación efectiva de las políticas públicas en 
materia de territorios, derechos humanos, 
ambiente, educación, salud, vivienda, em-
pleo, cultura, deporte y recreación, turismo, 
comunicaciones, fronteras, mujer y familia, 
pueblos en riesgo de extinción y pueblos no 
contactados, y otros temas que afecten a es-
tos pueblos, en el nivel nacional, departa-
mental y municipal.

5.	 Velar por el respeto de los derechos humanos 
de la población indígena y el acatamiento de 
las normas del derecho internacional huma-
nitario en sus territorios, impulsar y hacer 
seguimiento a las investigaciones adelanta-
das por razón de la violación de los derechos 
indígenas en la perspectiva de reducir la im-
punidad, divulgar y propiciar el respeto por 
las decisiones de derecho propio, las estra-
tegias y acciones frente al conflicto armado 
y en defensa de sus territorios, justicia y go-
biernos propios.

6.	 Hacer seguimiento y ejercer el control polí-
tico al cumplimiento de las acciones y la eje-
cución de los presupuestos contemplados en 
los acuerdos y los compromisos adquiridos 
por el Gobierno nacional con los pueblos in-
dígenas en el marco de la Consulta Previa al 
Plan Nacional de Desarrollo, capítulo indí-
gena.

7.	 Conceptuar a solicitud de las comisiones le-
gales señaladas para cada una de las cáma-
ras legislativas (o de sus plenarias), sobre la 
pertinencia de adelantar el proceso de con-
sulta previa a los pueblos indígenas, sobre 
iniciativas legislativas y normativas que cur-
sen en el Congreso de la República.

8.	 Conferir menciones honoríficas y reconoci-
mientos a la labor desarrollada por organi-
zaciones sociales y/o personas, en la defensa, 
protección y promoción de los derechos de 
los pueblos indígenas.

9.	 Establecer alianzas con organismos nacio-
nales e internacionales, entidades de derecho 
público y/o privado que defiendan los dere-
chos civiles, políticos, económicos, sociales 
y culturales de los pueblos indígenas.

10.	 Presentar iniciativas legislativas que ga-
ranticen el ejercicio y materialización de 
los derechos individuales y colectivos de los 
pueblos indígenas, a las instancias definidas 
para consultar y concertar dichas iniciati-
vas, así como acompañar otras iniciativas 
construidas con los pueblos indígenas y sus 
organizaciones representativas.

11.	 Ejercer control político sobre los diversos 
entes del Estado, sin perjuicio del control po-
lítico que puede ejercer cualquier otro con-
gresista, en relación con el diseño e imple-
mentación de planes, programas, proyectos 
y políticas públicas que afecten a los pueblos 
indígenas, y sobre el cumplimiento por parte 
del Estado de los tratados, convenios, pro-
tocolos y recomendaciones formuladas por 
los órganos y mecanismos internacionales 
creados en virtud de los tratados de derechos 
humanos, en relación con los derechos de los 
pueblos indígenas.

12.	 Hacer seguimiento a las normas y mecanis-
mos que garanticen los derechos a la verdad, 
justicia, reparación integral y garantías de 
no repetición, en el marco de la implemen-
tación de las normas concertadas sobre víc-
timas de los pueblos indígenas por razón del 
conflicto armado interno.

13.	 Participar activamente en el fortalecimien-
to de las redes internacionales de indígenas 
parlamentarios, que buscan destacar el rol 
y la contribución de los parlamentos en la 
realización de los Derechos de los Pueblos 
Indígenas en las Américas y en el resto del 
mundo.

14.	 Promover y celebrar audiencias públicas, fo-
ros, seminarios, simposios, encuentros, me-
sas de trabajo, conversatorios u otros, para 
conocer, informar y difundir los temas rela-
cionados con la situación de los derechos de 
los pueblos indígenas, la legislación vigente, 
las políticas públicas existentes y los proyec-
tos de ley que cursen en las Cámaras Legis-
lativas.

15.	 Tramitar ante las Comisiones Constitu-
cionales las observaciones y propuestas 
que por escrito presenten las autoridades 
indígenas y sus organizaciones represen-
tativas, las organizaciones de la sociedad 
civil, o los ciudadanos, respecto a proyec-
tos de ley o actos legislativos que afecten 
la vida de las comunidades y los territo-
rios indígenas.

16.	 Promover iniciativas y acciones que contri-
buyan al reconocimiento y promoción de la 
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cultura, los valores, el arte, las tradiciones, 
los sistemas de organización sociopolítica 
y de justicia, la medicina tradicional, el te-
rritorio y la defensa de la madre tierra, de 
conformidad con el proyecto de nación mul-
tiétnica y pluricultural, consagrado por la 
Constitución Política.

17.	 Solicitar el acompañamiento de organismos 
nacionales e internacionales, entidades pú-
blicas o privadas y organizaciones de pue-
blos indígenas para el desarrollo de su mi-
sión institucional, desarrollar proyectos de 
investigación, promoción, defensa y divulga-
ción de los derechos civiles, políticos, eco-
nómicos, sociales y culturales de los pueblos 
indígenas.

18.	 Conceptuar de manera fundamentada sobre 
la necesidad de adelantar el proceso de con-
sulta previa sobre los proyectos de ley y/o ac-
tos legislativos que cursen en el Congreso de 
la República.

19.	 Hacer seguimiento y coadyuvar en la ela-
boración y presentación de informes pe-
riódicos sobre el estado de los derechos 
de los pueblos indígenas en el marco de 
los instrumentos internacionales, tales 
como la Declaración de Naciones Unidas 
sobre Derechos de los Pueblos Indígenas 
y el Convenio 169 de la OIT.

20.	 Recibir y tramitar las propuestas formuladas 
por los pueblos indígenas y sus organizacio-
nes representativas en la perspectiva de la 
defensa y garantía de sus derechos.

21.	 Atender los llamados de urgencia y las 
alertas emitidas por los gobiernos indíge-
nas en casos de violaciones de los derechos 
colectivos de los pueblos indígenas y/o in-
fracciones al DIH en territorios indígenas, 
y de ser posible, sesionar en los territorios 
afectados.

22.	 Presentar informes anuales a las Plenarias 
de las Cámaras y a la sociedad civil al térmi-
no de cada legislatura, sobre el desarrollo de 
su misión institucional.

23.	 Todas las demás funciones que determine la 
ley.

Artículo 6°. Adiciónese a la Sección Segunda del 
Capítulo IV, del Título II de la Ley 5ª de 1992 con 
un artículo nuevo del siguiente tenor:

Artículo 61L. Sesiones. La Comisión Legal 
para la Defensa, Protección y Promoción de los 
Derechos de los Pueblos Indígenas se reunirá por 
convocatoria de su Mesa Directiva, como mínimo 
una vez al mes o cuando las circunstancias lo exijan. 
Las decisiones de la Comisión serán adoptadas por 
mayoría simple y consignadas en actas que serán 
públicas en la Gaceta del Congreso.

Artículo 7°. Mesa Directiva. La Mesa Directiva 
de la Comisión Legal para la Defensa, Protección 
y Promoción de los Derechos de los Pueblos 
Indígenas estará conformada por una Presidencia 
y una Vicepresidencia elegidas para un periodo de 
dos legislaturas, por mayoría simple y al inicio de la 
legislatura correspondiente.

Parágrafo 1º. La presidencia será ejercida por un 
congresista electo por la circunscripción especial 
indígena, correspondiendo un periodo al Senado 
de la República y el otro periodo a la Cámara de 
representantes.

Artículo 8°. Adiciónese el artículo 383 de la Ley 
5ª de 1992, con el numeral 3.15, del siguiente tenor:

3.15 Comisión Legal para la Defensa, Protección 
y Promoción de los Derechos de los Pueblos 
Indígenas.

2 	 Profesionales Universitarios, 06.
Parágrafo 1º. Los profesionales universitarios 

serán nombrados uno por la Dirección 
Administrativa del Senado de la República y 
el otro por la Dirección Administrativa de la 
Cámara de Representantes, de terna presentada 
por la mesa directiva de la comisión.

Artículo 9°. Adiciónese el artículo 369 de la Ley 
5ª de 1992, con el numeral 2.6.15 así:

2.6.15 Comisión Legal para la Defensa, 
Protección y Promoción de los Derechos de los 
Pueblos Indígenas.

1 Coordinador(a) de la Comisión 010, elegido por 
mayoría absoluta de los miembros de la Comisión 
Legal para la Defensa, Protección y Promoción 
de los Derechos de los Pueblos Indígenas, y su 
nombramiento se efectuará a través de la Dirección 
Administrativa del Senado de la República.

1 Secretaria(o) Ejecutiva(o) 05, nombrado por la 
Dirección Administrativa de la Cámara de 
Representantes de terna presentada por la 
mesa directiva de la comisión.

Artículo 10. Funciones del (la) coordinador(a) 
de la Comisión para la Defensa, Protección 
y Promoción de los Derechos de los Pueblos 
Indígenas. El Coordinador(a) de la Comisión tendrá 
las siguientes funciones:

1.	 Realizar y coordinar la labor administrativa 
de la Comisión.

2.	 Contribuir en la ejecución de las funciones de 
la Comisión.

3.	 Elaborar el Orden del Día de cada sesión, en 
coordinación con la Mesa Directiva de la Co-
misión.

4.	 Mantener informados a las integrantes de la 
Comisión sobre el curso de los temas tratados 
en las sesiones, así como hacer seguimiento 
al desarrollo de los mismos.

5.	 Llamar a lista a las sesiones, verificar el quó-
rum y ejercer como Secretario ah hoc en las 
sesiones de la Comisión.

6.	 Mantener una relación permanente con las 
instancias y espacios de concertación entre 
Gobierno y pueblos indígenas.

7. 	 Establecer un vínculo constante con la comu-
nidad académica y organismos nacionales e 
internacionales para facilitar el análisis de los 
temas tratados por la Comisión.

8.	 Atender las solicitudes formuladas por Se-
nadores y Representantes relacionadas con 
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el objeto de la Comisión y con las funciones 
que le son asignadas.

9.	 Las demás que le sean asignadas, por las le-
yes y normas reglamentarias posteriores de 
acuerdo con la naturaleza de su cargo.

Parágrafo. Para desempeñar el cargo de 
Coordinador(a) de la Comisión para la Defensa y 
Protección de los Derechos de los Pueblos Indígenas, 
se requiere acreditar título de profesional en derecho, 
ciencia política, ciencias sociales y/o carreras afines, 
y mínimo tres (3) años de experiencia de trabajo con 
pueblos y organizaciones indígenas.

Artículo 11. Funciones del profesional 
universitario de la Comisión Legal para la 
Defensa, Protección y Promoción de los Derechos 
de los Pueblos Indígenas. Los/as profesionales 
universitarios de la Comisión Legal para la Defensa y 
Protección de los Derechos de los Pueblos Indígenas 
tendrán las siguientes funciones:

1.	 Apoyar la labor interna de los Congresistas y 
miembros de la Comisión y la ejecución de 
los planes trazados por la Comisión.

2.	 Mantener informados a los miembros de la 
Comisión sobre el curso de los temas tratados 
en las sesiones, así como hacer seguimiento 
al desarrollo de los mismos.

3.	 Trabajar directamente con los estudiantes de 
judicatura y pasantes universitarios, en los te-
mas que le asigne el Coordinador.

4.	 Las demás que le sean asignadas por las le-
yes y normas reglamentarias posteriores de 
acuerdo con la naturaleza de su cargo.

Parágrafo. Para ser Profesional Universitario de 
la Comisión Legal para la Defensa y Protección de 
los Derechos de los Pueblos Indígenas, se requiere 
acreditar título de profesional en derecho, ciencia 
política, ciencias sociales y/o carreras afines y un 
(1) año de experiencia de trabajo con pueblos y 
organizaciones indígenas.

Artículo 12. Funciones de la Secretaria Ejecutiva 
de la Comisión Legal para la Defensa, Protección 
y Promoción de los Derechos de los Pueblos 
Indígenas. La Secretaria Ejecutiva de la Comisión 
Legal para la Defensa, Protección y Promoción de 
los Derechos de los Pueblos Indígenas tendrá las 
siguientes funciones:

1.	 Dar información a las personas y entidades 
que lo soliciten.

2.	 Recibir, ordenar e informar al Coordinador(a) 
sobre la correspondencia recibida y buscar la 
información que ayude a su pronta y adecua-
da tramitación.

3.	 Atender al público en general, representantes 
de organizaciones sociales y demás servido-
res públicos.

4.	 Llevar la agenda diaria de compromisos de la 
Mesa Directiva de la Comisión y mantenerla 
informada de sus actividades y compromisos 
más importantes.

5.	 Llevar un archivo de las proposiciones, cons-
tancias y conceptos que sean radicados o 

aprobados en las plenarias o en las diversas 
comisiones, así como de las actividades, co-
municados y toda la información que llegue 
y salga de la Comisión.

6.	 Grabar y transcribir las intervenciones de 
cada uno de los integrantes y de las demás 
personas que participen en las sesiones.

7.	 Remitir los documentos transcritos a la Coor-
dinación de la Comisión o a la persona encar-
gada, para la elaboración del proyecto de acta 
respectiva.

8.	 Ordenar el archivo en cuanto a cintas y trans-
cripciones para darle mayor agilidad a la Co-
misión.

9.	 Organizar el Centro de Documentación de 
la Comisión sobre los temas que esta adopte 
como agenda en la respectiva legislatura.

10.	 Las demás que se le asignen acordes con la 
naturaleza de su cargo.

Parágrafo. Para desempeñar el cargo de Secretaria 
Ejecutiva de la Comisión Legal para la Defensa y 
Protección de los Derechos de los Pueblos Indígenas, 
se debe acreditar título de bachiller y ser técnico 
profesional en secretariado o carreras similares y 
acreditar un (1) año de experiencia.

Artículo 13. De la planta de personal de la 
Comisión. Los profesionales universitarios, el 
coordinador y la secretaria ejecutiva de la comisión 
gozarán de los mismos derechos que los empleados 
del Congreso de acuerdo al régimen establecido por 
cada una de las Cámaras según corresponda a su 
nombramiento.

El régimen administrativo y disciplinario de estos 
empleados estará a cargo de la entidad nominadora.

Artículo 14. De los judicantes y practicantes. 
La Comisión Legal para la Defensa y Protección 
de los Derechos de los Pueblos Indígenas 
podrá tener pasantes y hasta tres (3) judicantes 
acogiendo las disposiciones y convenios que 
para tal efecto ha establecido el Congreso de 
la República con las distintas instituciones de 
educación superior.

Artículo 15. Costo fiscal. Las Mesas Directivas 
del Senado de la República y la Cámara de 
Representantes incluirán en el Presupuesto Anual de 
Gastos del Congreso de la República, que hace parte 
de la ley de Presupuesto General de la Nación para 
cada vigencia fiscal, las partidas correspondientes al 
pago de la planta de personal.

Los gastos administrativos y de funcionamiento 
de la Comisión Legal para la Defensa y Protección 
de los Derechos de los Pueblos Indígenas, serán 
asumidos con cargo al presupuesto que para cada 
vigencia asigne el Senado de la República.

Artículo 16. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de su promulgación y deroga todas las disposiciones 
que le sean contrarias.

En los anteriores términos fue aprobado el 
Proyecto de ley Orgánica número 35 de 2017 Senado, 
por la cual se modifica y adiciona la Ley 5ª de 
1992, se crea la Comisión Legal del Congreso de la 
República para la Defensa, Protección y Promoción 
de los Derechos de los Pueblos Indígenas y se dictan 
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otras disposiciones, como consta en la sesión del día 
6 de junio de 2018, Acta número 42.

*  * *

TEXTO APROBADO POR LA COMISIÓN 
PRIMERA DEL HONORABLE SENADO DE 

LA REPÚBLICA AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 86 DE 2017 SENADO

por medio de la cual se modifica y adiciona la Ley 
5ª de 1992, se crea la Comisión Legal para el Adulto 
Mayor del Congreso de la República de Colombia y 

se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 

objeto fomentar la participación del adulto mayor 
en el ejercicio de la labor legislativa y de control 
político a través de la creación de la Comisión Legal 
para el Adulto Mayor del Congreso de la República.

Artículo 2°. Adiciónese el artículo 55 de la Ley 
5ª de 1992, el cual quedará así:

Artículo 55. Integración, denominación y 
funcionamiento. Además de las Comisiones 
Legales señaladas para cada una de las Cámaras 
con competencias diferentes a estas, corresponderá 
integrar aplicando el sistema del cociente electoral 
y para el Período Constitucional, la Comisión de 
Derechos Humanos y Audiencias, la Comisión 
de Ética y Estatuto del Congresista, la Comisión 
de Acreditación Documental, la Comisión para 
la Equidad de la Mujer, la Comisión Legal de 
Seguimiento a las Actividades de Inteligencia y 
Contrainteligencia, la Comisión Legal para la 
Protección de los Derechos de las comunidades 
Negras o Población Afrocolombiana, y la Comisión 
para el Adulto Mayor.

Artículo 3°. Adiciónese a la Sección Segunda del 
Capítulo IV, del Título II de la Ley 5ª de 1992, un 
subtítulo VI Comisión Legal para el Adulto Mayor 
y un artículo nuevo del siguiente tenor:

Artículo 61I. Objeto de la Comisión Legal del 
Adulto Mayor. Esta comisión tiene por objeto fomentar 
y promover las acciones necesarias para consolidar 
una política nacional de envejecimiento y vejez que 
permita la promoción, protección y defensa de los 
derechos materiales e inmateriales del adulto mayor 
en nuestra sociedad, propendiendo por la eliminación 
de cualquier situación de desigualdad y discriminación 
que se presente en el ejercicio de la ciudadanía por 
parte de los adultos mayores, y mejoramiento de 
condiciones en lo referente a temas como: Inclusión 
social, equidad de género, autodeterminación, calidad 
y vida digna, económica, física, social, cultural y 
atención integral básica.

Artículo 4°. Adiciónese a la Sección Segunda del 
Capítulo IV, del Título II de la Ley 5ª de 1992 con 
un artículo nuevo del siguiente tenor:

Artículo 61J. Composición. La Comisión 
Legal del Adulto Mayor tendrá carácter 
interparlamentario, estará integrada por diecinueve 
(18) congresistas, de los cuales nueve (9) por la 
Cámara de Representantes, y nueve (9) por el Senado 
de la República, quienes sesionarán conjuntamente, 
previa convocatoria de la Mesa Directiva.

Parágrafo 1°. Estos cupos serán llenados, de 
preferencia, por Congresistas que superen los 60 
años.

Parágrafo 2°. Los miembros de esta Comisión 
deberán ser designados dentro de los 15 días 
siguientes al inicio de cada legislatura ordinaria.

Artículo 5°. Adiciónese a la Sección Segunda del 
Capítulo IV, del Título II de la Ley 5ª de 1992 con 
un artículo nuevo del siguiente tenor:

Artículo 61K. Funciones. La Comisión del 
Adulto Mayor tendrá las siguientes funciones:

1.	 Elaborar propuestas legislativas que garan-
ticen la calidad de vida y la realización de 
los derechos humanos, civiles, políticos, eco-
nómicos, sociales y culturales de los adultos 
mayores, con el acompañamiento de organi-
zaciones, centros de investigación, e institu-
ciones de educación superior que promuevan 
los derechos de los adultos mayores, a través 
de sus programas académicos.

2.	 Ejercer el control político a los diversos en-
tes del Estado en relación con la formulación 
y desarrollo de planes, programas, proyectos 
y políticas públicas dirigidas al reconoci-
miento, promoción, realización, ampliación, 
protección de los derechos civiles, políti-
cos, económicos, sociales y culturales de los 
adultos mayores y el cumplimiento por parte 
del Estado de los tratados, convenios, proto-
colos y recomendaciones de organismos in-
ternacionales.

3.	 Promover la participación de los adultos ma-
yores en los cargos de elección popular y en 
las instancias de dirección y decisión dentro 
de las diferentes Ramas del Poder Público, 
órganos de la estructura del Estado, partidos 
y movimientos políticos.

4.	 Ser interlocutores de las organizaciones de 
adultos mayores, ante los órganos de la es-
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tructura del Estado, para canalizar sus de-
mandas, conocer sus expectativas y tramitar 
las soluciones pertinentes a la realización de 
los derechos de los adultos mayores.

5.	 Hacer seguimiento a los procesos de verdad, 
justicia, reparación integral y no repetición, 
para que los delitos cometidos contra los 
adultos mayores en el marco del conflicto ar-
mado interno no queden en la impunidad.

6.	 Hacer seguimiento sobre los resultados de 
los procesos de investigación y/o sanción 
existentes en los distintos entes de control, 
relacionados con las violaciones de los dere-
chos civiles, políticos, económicos, sociales, 
culturales y a la integridad física y sexual de 
los adultos mayores.

7.	 Coadyuvar al Gobierno nacional en todas 
las acciones necesarias que garanticen la ar-
ticulación y el desarrollo de planes que bus-
quen la protección de los adultos mayores en 
temas como salud, nutrición, cultura, depor-
te, recreación, educación, vivienda, violencia 
intrafamiliar, desplazamiento forzado.

8.	 Promover y celebrar audiencias públicas, fo-
ros, seminarios, simposios, encuentros, me-
sas de trabajo, conversatorios y campañas 
de difusión sobre proyectos de ley, de Acto 
legislativo, normativa reglamentaria y pla-
nes o programas que incluyan a los adultos 
mayores.

9.	 Tramitar ante las Comisiones Constituciona-
les las observaciones, adiciones y modifica-
ciones que por escrito hagan llegar a la Co-
misión para el adulto mayor, los ciudadanos 
con respecto a proyectos de ley o de actos 
legislativos alusivos a los derechos humanos, 
civiles, políticos, económicos, sociales y cul-
turales de los adultos mayores.

10.	 Promover iniciativas y acciones que contri-
buyan a la promoción y reconocimiento del 
trabajo y los aportes que hacen los adultos 
mayores a la economía, la cultura y la políti-
ca en el país.

11.	 Promover en el sector público y en el priva-
do acciones que favorezcan la equidad para 
los adultos mayores en el ámbito de la salud, 
cultural y social.

12.	 Presentar informes anuales a las Plenarias 
de las Cámaras y a la sociedad civil al térmi-
no de cada legislatura, sobre el desarrollo de 
su misión institucional.

13.	 Solicitar el acompañamiento interinstitucio-
nal de organismos nacionales e internacio-
nales, entidades públicas o privadas, para el 
desarrollo de su misión institucional, desa-
rrollar proyectos de investigación, de promo-
ción, defensa y divulgación de los derechos 
civiles, políticos, económicos, sociales y cul-
turales de los adultos mayores.

14.	 Todas las demás funciones que determine la 
Ley 1251 de 2008 y la C. P.

Artículo 6°. Adiciónese a la Sección Segunda del 
Capítulo IV, del Título II de la Ley 5ª de 1992 con 
un artículo nuevo del siguiente tenor:

Artículo 61L. Sesiones. La Comisión Legal del 
Adulto Mayor se reunirá por convocatoria de su 
Mesa Directiva, como mínimo una vez al mes o 
cuando lo considere necesario. Las decisiones de la 
Comisión serán adoptadas por mayoría simple.

Artículo 7°. Atribuciones. La Comisión Legal del 
Adulto Mayor tendrá las siguientes atribuciones:

1.	 Elegir la Mesa Directiva de la Comisión Le-
gal del Adulto Mayor.

2.	 Dictar su propio reglamento para el desarro-
llo de su objeto institucional.

3.	 Verificar el cumplimiento de las leyes rela-
cionadas con el adulto mayor y la equidad 
para el adulto mayor en los entes territoriales, 
organismos descentralizados y demás institu-
ciones públicas o privadas.

4.	 Hacer control y seguimiento a la implemen-
tación efectiva de las políticas públicas rela-
cionadas con la equidad para el adulto mayor 
y de todas aquellas que afectan su condición.

5.	 Velar porque durante los procesos de nego-
ciación y de paz se dé cumplimiento a la pro-
tección especial de que goza la población de 
adultos mayores.

6.	 Proponer y velar para que en el proceso de 
discusión y aprobación del Plan Nacional de 
Desarrollo y del Presupuesto General de la 
Nación, se incluyan programas, proyectos y 
acciones que hagan efectiva la realización de 
los derechos civiles, políticos, económicos, 
sociales y culturales de los adultos mayores.

7.	 Evaluar y realizar el control político a los en-
tes responsables respecto de los informes de 
rendición de cuentas que el Gobierno colom-
biano debe entregar al Sistema Internacional 
y al Sistema Interamericano de Derechos Hu-
manos sobre los derechos civiles, políticos, 
económicos, sociales y culturales de los adul-
tos mayores.

8.	 Conferir menciones honoríficas y reconoci-
mientos a la labor desarrollada por organi-
zaciones sociales y/o personalidades a favor 
de la defensa, promoción y realización de los 
derechos civiles, políticos, económicos, so-
ciales y culturales de los adultos mayores.

9.	 Establecer alianzas estratégicas con organis-
mos nacionales e internacionales, entidades 
de derecho público y/o privado y ONG que 
defiendan los derechos civiles, políticos, eco-
nómicos, sociales y culturales de los adultos 
mayores.

Artículo 8°. Mesa Directiva. La Mesa 
Directiva de la Comisión Legal del Adulto Mayor 
estará conformada por una presidencia y una 
vicepresidencia elegidas por mayoría simple, al 
inicio de cada legislatura.

Artículo 9°. Adiciónese el artículo 383 de la Ley 
5ª de 1992, con el numeral 3.15, del siguiente tenor:

3.15 Comisión Legal del Adulto Mayor.
2 Profesionales Universitarios, Grado 06.
Artículo 10. Adiciónese el artículo 369 de la Ley 

5ª de 1992, con el numeral 2.6.15 así:
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2.6.15 Comisión Legal del Adulto Mayor.
1 Coordinador(a) de la Comisión, Grado 12.
1 Secretario(a) Ejecutivo, Grado 05.
Parágrafo. El coordinador de la comisión legal 

para el adulto mayor, será un funcionario de elección, 
de los referidos en el artículo 384. Para desempeñar 
el cargo de coordinador(a) de la Comisión del Adulto 
Mayor, se requiere acreditar título de profesional 
en derecho, ciencia política, ciencias sociales y/o 
carreras afines, posgrado en áreas relacionadas y 
tres (3) años de experiencia profesional.

Artículo 11. Funciones del (la) coordinador(a) 
de la Comisión del Adulto Mayor. El (la) 
Coordinador(a) de la Comisión del Adulto Mayor 
tendrá las siguientes funciones:

1.	 Realizar y coordinar la labor administrativa 
de la Comisión.

2.	 Contribuir en la ejecución de las funciones de 
la Comisión.

3.	 Elaborar el Orden del Día de cada sesión, en 
coordinación con la Mesa Directiva de la Co-
misión.

4.	 Hacer el control y seguimiento a la imple-
mentación efectiva de las políticas públicas 
relacionadas con la equidad para el Adulto 
Mayor y de todas aquellas que afectan su 
condición.

5.	 Llamar a lista a las sesiones, verificar el quó-
rum y ejercer como Secretario ah hoc en las 
sesiones de la Comisión.

6.	 Establecer un vínculo constante con la comu-
nidad académica y organismos nacionales e 
internacionales para facilitar el análisis de los 
temas tratados por la Comisión.

7.	 Las demás que le sean asignadas, por las le-
yes y normas reglamentarias posteriores de 
acuerdo con la naturaleza de su cargo.

Parágrafo. Para desempeñar el cargo de 
Secretario(a) de la Comisión del Adulto Mayor, se 
requiere acreditar título de profesional en derecho, 
ciencia política, ciencias sociales y/o carreras afines, 
posgrado en áreas relacionadas y tres (3) años de 
experiencia profesional.

Artículo 12. De los judicantes y practicantes. La 
Comisión del Adulto Mayor podrá tener en su planta 
pasantes y judicantes acogiendo las disposiciones 
y convenios que para tal efecto ha establecido 
el Congreso de la República con las distintas 
instituciones de educación superior.

Artículo 13. Costo fiscal. La Mesa Directiva 
de Senado incluirá en el Presupuesto Anual de 
Gastos de la Corporación, que hace parte de la ley 
de Presupuesto General de la Nación para cada 
vigencia fiscal, las partidas correspondientes al pago 
de la planta de personal conforme con lo estipulado 
en la presente ley.

Los gastos generales necesarios para la 
implementación y funcionamiento de la Comisión 
Legal del Adulto mayor, serán asumidos con cargo 
a las disponibilidades presupuestales que para cada 
vigencia se le asigne al Senado de la República.

Artículo 14. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de su promulgación, adiciona la Ley 5ª de 
1992, y deroga todas las disposiciones que le sean 
contrarias.

En los anteriores términos fue aprobado el 
Proyecto de ley número 86 de 2017 Senado, por 
medio de la cual se modifica y adiciona la ley 5ª 
de 1992, se crea la Comisión Legal para el Adulto 
Mayor del Congreso de la República de Colombia 
y se dictan otras disposiciones, como consta en la 
sesión del día 21 de marzo de 2018, Acta número 31.

* * *

TEXTO APROBADO POR LA COMISIÓN 
PRIMERA DEL HONORABLE SENADO DE 

LA REPÚBLICA AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 125 DE 2017 SENADO

por medio de la cual se modifica la Ley 5ª de 1992, se 
crea la Comisión Legal para la Defensa de los Niños, 
Niñas y Adolescentes y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La creación de la Comisión 
Legal para la Defensa de los Niños, Niñas y 
Adolescentes tiene por objeto vigilar, proteger y 
salvaguardar los derechos fundamentales de los 
niños, niñas y adolescentes del país, a través del 
control político, vigilancia, promoción y prevención 
de sus derechos.

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 55 de la Ley 
5ª de 1992, el cual quedará de la siguiente manera:

Artículo 55. Integración, denominación y 
funcionamiento. Además de las Comisiones 
Legales señaladas para cada una de las Cámaras 
con competencias diferentes, a estas corresponderá 
integrar, aplicando el sistema del cociente electoral 
y para el período constitucional, la Comisión de 
Derechos Humanos y Audiencias, la Comisión 
de Ética y Estatuto del Congresista, la Comisión 
de Acreditación Documental, la Comisión para 
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la Equidad de la Mujer, la Comisión Legal de 
Seguimiento a las Actividades de Inteligencia y 
Contrainteligencia, la Comisión Legal para la 
Protección de los Derechos de las Comunidades 
Negras o Población Afrocolombiana y la Comisión 
Legal para la Defensa de los Niños, Niñas y 
Adolescentes.

Artículo 3°. Adiciónese a la sección 2ª del 
Capítulo IV, de la Ley 5ª de 1992, el siguiente 
artículo:

Artículo 61I. Comisión Legal para la Defensa 
de los Derechos de los Niños, Niñas y Adolescentes 
del Congreso de la República. Esta Comisión 
tiene por objeto vigilar, proteger y salvaguardar 
los derechos de los niños, niñas y adolescentes del 
país, a través del control político y la promoción y 
prevención de los mismos.

Artículo 4°. Composición e integración. 
Adiciónese a la Sección 2ª del Capítulo IV, de la Ley 
5ª de 1992, el siguiente artículo:

Artículo 61J. Composición e integración. La 
Comisión Legal para la Defensa de los Niños, Niñas 
y Adolescentes del Congreso de la República, estará 
conformada por 10 Senadores de la República y 10 
Representantes a la Cámara.

Parágrafo 1°. Los congresistas que deseen hacer 
parte la Comisión Legal para la Defensa de los 
Niños, Niñas y Adolescentes, podrán postularse de 
manera voluntaria, los integrantes serán elegidos al 
inicio de cada cuatrienio legislativo.

Parágrafo 2°. Al inicio de cada legislatura, 
se conformará la Mesa Directiva de la Comisión, 
elegidos entre los integrantes de la misma.

Parágrafo 3°. Los integrantes de la Comisión 
Legal para la Defensa de los Niños, Niñas y 
Adolescentes del Congreso de la República, 
sesionarán por convocatoria de su Mesa Directiva 
una vez al mes, o cuando lo considere necesario con 
el fin de tratar temas de vital importancia sobre los 
derechos de los niños, niñas y adolescentes.

Artículo 5°. Funciones. Adiciónese a la Sección 
2ª del Capítulo IV, de la Ley 5ª de 1992, el siguiente 
artículo:

Artículo 61K. Funciones. La Comisión Legal 
para la Defensa de los Niños, Niñas y Adolescentes 
del Congreso de la República tendrá las siguientes 
funciones:

1.	 La defensa de los derechos de los niños, ni-
ñas y adolescentes, de todo el territorio na-
cional.

2.	 La vigilancia y control sobre toda autoridad 
encargada de velar por el respeto de los ni-
ños, niñas y adolescentes del país.

3.	 Trabajar coordinadamente con las entidades 
de orden nacional y/o territorial, Organiza-
ciones No Gubernamentales nacionales y/o 
extranjeras, entidades del sector privado de-
bidamente legalizadas, para la promoción y 
defensa de los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes.

4.	 Llevar a cabo promoción y difusión a las 
entidades de orden nacional y/o territorial, 

Organizaciones No Gubernamentales nacio-
nales y/o extranjeras y a la ciudadanía sobre 
la defensa y respeto de los derechos de los 
niños, niñas y adolescentes.

5.	 Celebración de audiencias con la comuni-
dad, en donde se traten temas relacionados 
con la defensa y respeto de los niños, niñas 
y adolescentes; en las audiencias podrán 
participar diferentes entidades de orden na-
cional y/o territorial, Organizaciones No Gu-
bernamentales nacionales y/o extranjeras, 
entidades del sector privado debidamente 
legalizadas y la ciudadanía en general.

6.	 Realizar el respectivo trámite de las peticio-
nes allegadas por los ciudadanos a las enti-
dades competentes sobre casos de violación 
de los derechos de los niños, niñas y adoles-
centes, así como brindar seguimiento a los 
mismos.

7.	 Llevar a cabo por lo menos dos veces duran-
te cada año legislativo, audiencias públicas 
en colegios que se encuentren ubicados en 
sectores de escasos recursos, donde los estu-
diantes podrán participar activamente.

En las audiencias la Comisión informará a los 
estudiantes temas relacionados con la protección de 
sus derechos fundamentales.

Parágrafo 1°. En las audiencias los estudiantes 
podrán presentar peticiones o informar hechos de 
vulneración de sus derechos, la Comisión deberá 
llevar a cabo el respectivo trámite ante las entidades 
pertinentes y brindar seguimiento a las mismas.

8.	 Presentar informes semestrales sobre el 
avance de las actividades llevadas a cabo 
por la comisión en defensa de los niños, ni-
ñas y adolescentes.

Artículo 6°. De los servicios administrativos y 
técnicos. Modifíquese el artículo 369 de la Ley 5ª de 
1992, adicionando al numeral 2, Secretaría General, 
un subnumeral 2.6.15, el cual quedará de la siguiente 
manera:

2.6.15. Comisión Legal para la Defensa de los 
Niños, Niñas y Adolescentes.

1 Coordinador(a) de la Comisión, grado 12.
1 Secretario(a) ejecutivo grado 05.
Artículo 7°. Modifíquese el artículo 383 de la Ley 

5ª de 1992, adicionando al numeral 3, Comisiones 
Constitucionales y Legales Permanentes, un subnumeral 
3.15, el cual quedará de la siguiente manera:

3.15. Comisión Legal para la Defensa de los Ni-
ños, Niñas y Adolescentes.

2 profesionales Universitarios, grado 06.
Artículo 8°. Pasantes, practicantes y/o 

judicantes. La Comisión Legal para la Defensa de 
los niños, niñas y adolescentes, podrá contar con 
el apoyo de pasantes, practicantes y/o judicantes, 
según los convenios que existan entre el Congreso 
de la República y las entidades educativas.

Artículo 9°. Costo fiscal. La Mesa Directiva de la 
Cámara de Representantes incluirá en el presupuesto 
Anual de Gastos de la Corporación, que hace parte 
de la ley de Presupuesto General de la Nación para 
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cada vigencia fiscal, las partidas correspondientes 
al pago de la planta de personal conforme con lo 
estipulado en la presente ley.

Los gastos generales necesarios para la 
implementación y funcionamiento de la Comisión 
Legal para la Defensa de los Niños, Niñas y 
Adolescentes serán asumidos con cargo a las 
disponibilidades presupuestales que para cada 
vigencia se le asigne a la Cámara de Representantes.

Artículo 10. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de la fecha de su promulgación.

En los anteriores términos fue aprobado el 
Proyecto de ley número 125 de 2017 Senado, por 
medio de la cual se modifica la Ley 5ª de 1992, 
se crea la Comisión Legal para la Defensa de 
los Niños, Niñas y Adolescentes y se dictan otras 
disposiciones, como consta en la sesión del día 10 
de abril de 2018, Acta número 34.

* * *

TEXTO APROBADO POR LA COMISIÓN 
PRIMERA DEL HONORABLE SENADO DE LA 
REPÚBLICA AL ROYECTO DE LEY NÚMERO 
169 DE 2016 SENADO, ACUMULADO CON 
LOS PROYECTOS DE LEY NÚMERO 137 
DE 2016 SENADO Y NÚMERO 111 DE 2016 

CÁMARA
por medio de la cual se establecen disposiciones 

para el control a la explotación ilícita de 
yacimientos mineros y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

TÍTULO PRIMERO
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1°. Objeto y definiciones.
Objeto. Fortalecer los instrumentos jurídicos 

existentes para permitir un mayor control a la 
explotación ilícita de minerales y actividades 
relacionadas con dicho delito.

Maquinaria. Para efectos de la presente ley, 
entiéndase por maquinaria todo tipo de equipo 
o herramientas mecanizadas utilizados para la 
exploración, arranque o extracción y beneficio de 
minerales.

Impacto Irreversible. Para efectos de la presente 
ley, entiéndase por impacto irreversible aquel cuyo 
efecto supone la imposibilidad o dificultad extrema 
de retornar, por medios naturales, a la situación 
anterior a la acción que lo produce.

Explotador Minero Autorizado. Se entiende 
por Explotador Minero Autorizado las siguientes 
personas: Los Titulares Mineros en Etapa de 
Explotación, es decir, la persona natural o jurídica 
beneficiaria de un título minero debidamente 
otorgado e inscrito en el Registro Minero Nacional, 
que se encuentre en etapa de explotación, cuente con 
Programa de trabajos y Obras - PTO o Programa de 
Trabajos e Inversiones - PTI aprobado y con las 
autorizaciones o licencias ambientales respectivas.

Así mismo son explotadores mineros autorizados, 
los mineros que no cuentan con título minero pero 
que están habilitados legalmente para adelantar 
actividades de explotación: (i) Solicitante de 
programas de legalización o de formalización de 
minería tradicional, mientras se resuelvan dichas 
solicitudes; (ii) Beneficiarios de áreas de reserva 
especial delimitada y declarada mientras se define el 
otorgamiento del Contrato Especial de Concesión; 
(iii) Subcontratista de formalización minera; (iv) 
Mineros de Subsistencia.

TÍTULO SEGUNDO
DISPOSICIONES EN MATERIA PENAL

Artículo 2°. Modifíquese el inciso 1° del artículo 
323 del Código Penal, Ley 599 de 2000, el cual 
quedará así:

Artículo 323. Lavado de activos. El que adquiera, 
resguarde, invierta, transporte, transforme, 
almacene, conserve, custodie o administre bienes que 
tengan su origen mediato o inmediato en actividades 
de tráfico de migrantes, trata de personas, extorsión, 
enriquecimiento ilícito, secuestro extorsivo, 
rebelión, tráfico de armas, tráfico de menores de 
edad, financiación del terrorismo y administración 
de recursos relacionados con actividades terroristas, 
tráfico de drogas tóxicas, estupefacientes o 
sustancias sicotrópicas, delitos contra el sistema 
financiero, delitos contra la administración pública, 
contrabando, contrabando de hidrocarburos o 
sus derivados, fraude aduanero o favorecimiento 
y facilitación del contrabando, favorecimiento de 
contrabando de hidrocarburos o sus derivados, 
en cualquiera de sus formas, delitos contra los 
recursos naturales y medio ambiente, o vinculados 
con el producto de delitos ejecutados bajo concierto 
para delinquir, o les dé a los bienes provenientes 
de dichas actividades apariencia de legalidad o los 
legalice, oculte o encubra la verdadera naturaleza, 
origen, ubicación, destino, movimiento o derecho 
sobre tales bienes, incurrirá por esa sola conducta, 
en prisión de diez (10) a treinta (30) años y multa 
de mil (1.000) a cincuenta mil (50.000) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes.
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La misma pena se aplicará cuando las conductas 
descritas en el inciso anterior se realicen sobre 
bienes cuya extinción de dominio haya sido 
declarada.

El lavado de activos será punible aun cuando las 
actividades de que provinieren los bienes, o los actos 
penados en los apartados anteriores, se hubiesen 
realizado, total o parcialmente, en el extranjero.

Las penas privativas de la libertad previstas en 
el presente Artículo se aumentarán de una tercera 
parte a la mitad cuando para la realización de las 
conductas se efectuaren operaciones de cambio o de 
comercio exterior, o se introdujeren mercancías al 
territorio nacional”.

Artículo 3º. Modifíquese el artículo 338 del 
Código Penal, Ley 599 de 2000, el cual quedará así:

Artículo 338. Exploración o explotación ilícita de 
minerales. El que sin permiso de autoridad competente 
explore o explote minerales por medios mecanizados 
que puedan causar un impacto irreversible a los 
recursos naturales o el medio ambiente, incurrirá 
en prisión de cinco (5) a doce (12) años y multa de 
cien (100) a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes.

La pena señalada se aumentará de una tercera 
parte a la mitad cuando las conductas descritas se 
realicen en parques nacionales naturales, parques 
regionales naturales, zonas de reserva forestal 
protectora nacionales y regionales, ecosistemas de 
páramos, humedales Ramsar, arrecifes de coral y 
manglares y demás áreas excluidas de la minería 
por las autoridades competentes.

La pena señalada se disminuirá en una tercera 
parte cuando el autor voluntariamente ejecute 
medidas compensatorias sobre el medio ambiente o 
los recursos naturales afectados con alguna de las 
conductas descritas en el primer inciso. La idoneidad 
de estas medidas para compensar la afectación, 
deberán ser certificados por la autoridad ambiental 
competente.

Artículo 4º. Adiciónese un nuevo artículo 338A 
al Título XI del Código Penal, Ley 599 de 2000, así:

Artículo 338A. Aprovechamiento ilícito de 
minerales. El que sin permiso de autoridad 
competente o con incumplimiento de la normatividad 
existente beneficie, transforme o comercialice los 
minerales de que trata el artículo anterior, u obtenga 
algún beneficio de estas actividades, incurrirá en 
prisión de ochenta (80) a doscientos dieciséis (216) 
meses y multa de cien (100) a cincuenta mil (50.000) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Artículo 5º. Adiciónese un inciso al artículo 345 
del Código Penal, Ley 599 de 2000, así:

Artículo 345. Financiación del terrorismo y de 
grupos de delincuencia organizada y administración 
de recursos relacionados con actividades terroristas 
y de la delincuencia organizada. El que directa o 
indirectamente provea, recolecte, entregue, reciba, 
administre, aporte, custodie o guarde fondos, 
bienes o recursos, o realice cualquier otro acto que 
promueva, organice, apoye, mantenga, financie o 
sostenga económicamente a grupos de delincuencia 

organizada, grupos armados al margen de la ley o a 
sus integrantes, o a grupos terroristas nacionales o 
extranjeros, o a terroristas nacionales o extranjeros, 
o a actividades terroristas, incurrirá en prisión 
de trece (13) a veintidós (22) años y multa de mil 
trescientos (1.300) a quince mil (15.000) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes.

La pena señalada se aumentará de una tercera 
parte a la mitad cuando alguna de las conductas 
descritas se realice con fondos, bienes o recursos que 
tengan su origen directo o indirecto en actividades 
de exploración o explotación ilícita de minerales.

Artículo 6º. Modifíquese el segundo inciso del 
artículo 447 del Código Penal, Ley 599 de 2000, el 
cual quedará así:

Artículo 447. Receptación. El que sin haber 
tomado parte en la ejecución de la conducta punible 
adquiera, posea, convierta o transfiera bienes 
muebles o inmuebles, que tengan su origen mediato 
o inmediato en un delito, o realice cualquier otro 
acto para ocultar o encubrir su origen ilícito, 
incurrirá en prisión de cuatro (4) a doce (12) años y 
multa de seis punto sesenta y seis (6.66) a setecientos 
cincuenta (750) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes, siempre que la conducta no constituya 
delito sancionado con pena mayor.

Si la conducta se realiza sobre medio 
motorizado, o sus partes esenciales, o sobre 
mercancía o combustible que se lleve en ellos; o 
sobre elementos destinados a comunicaciones 
telefónicas, telegráficas, informáticas, telemáticas 
y satelitales, o a la generación, transmisión, o 
distribución de energía eléctrica y gas domiciliario, 
o a la prestación de los servicios de acueducto y 
alcantarillado, o sobre minerales, la pena será de 
seis (6) a trece (13) años de prisión y multa de siete 
(7) a setecientos (700) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.

Si la conducta se realiza sobre un bien cuyo valor 
sea superior a mil (1.000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes la pena se aumentará de una 
tercera parte a la mitad.

Si la conducta recae sobre los siguientes 
productos o sus derivados: aceites comestibles, 
arroz, papa, cebolla, huevos, leche, azúcar, cacao, 
carne, ganado, aves vivas o en canal, licores, 
medicamentos, cigarrillos, aceites carburantes, 
vehículos, autopartes, calzado, marroquinería, 
confecciones, textiles, acero o cemento, en cuantía 
superior a cinco (5) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes, la pena imponible se aumentará 
hasta en la mitad.

TÍTULO TERCERO
DESTRUCCIÓN DE MAQUINARIA

Artículo 7°. Medida especial de destrucción 
de maquinaria. Consiste en la destrucción de la 
maquinaria y de sus partes, utilizadas sin título 
minero inscrito en el Registro Minero Nacional y 
sin licencia ambiental o sus equivalentes, cuando 
sea el caso.
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Adicionalmente, será objeto de la medida de 
destrucción la maquinaría utilizada por terceros en 
la ejecución de actividades en el área de un título 
minero, sin estar amparados por un contrato de 
operación o subcontrato de formalización minera.

Se exceptúan de la aplicación de la medida 
especial de destrucción de maquinaria las siguientes 
situaciones:

(i)	 Las solicitudes de legalización de minería de 
hecho y las solicitudes de formalización de 
minería tradicional amparadas por ley, siem-
pre y cuando se encuentren vigentes, estén 
aplicando las guías ambientales y cuenten 
con la radicación de estas guías ante la auto-
ridad ambiental regional, quien comunicará 
inmediatamente a la Autoridad Nacional de 
Licencias Ambientales (ANLA) dicha radi-
cación.

(ii)	 Las Áreas de Reserva Especial de que trata el 
artículo 31 de la Ley 685 de 2001, modifica-
do por el artículo 147 del Decreto ley 019 de 
2012 que cuenten con acto administrativo de 
delimitación o declaración, información que 
será suministrada por la Autoridad Minera 
Nacional.

(iii)	Los Subcontratos de Formalización Minera 
que hayan sido autorizados por la Autoridad 
Minera Nacional, información que será apor-
tada por esta autoridad.

Parágrafo. A las personas beneficiarias de los 
trámites antes referidos, que utilicen maquinaria 
por fuera de los términos señalados en este artículo, 
se les aplicarán las medidas dispuestas en esta 
ley y se dará por terminado el trámite del que son 
beneficiarias.

Artículo 8º. Procedimiento para la ejecución de 
la medida especial de destrucción de maquinaria. 
La medida especial de destrucción será ejecutada 
por la Policía Nacional, previo agotamiento del 
siguiente procedimiento:

1.	 Verificación previa de la información.
La Policía Nacional verificará con la Agencia 

Nacional Minera la existencia de título minero 
inscrito en el Registro Minero Nacional o la 
aplicación de las excepciones del artículo 7º cuando 
tenga conocimiento del uso de maquinaria en el 
desarrollo de actividades concretas de exploración 
y/o explotación de minerales. Así mismo, verificará 
con la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales 
(ANLA) la existencia de la licencia ambiental o de 
sus equivalentes, según corresponda. En el caso de 
solicitudes de legalización de minería de hecho y 
solicitudes de formalización de minería tradicional 
se requerirá la certificación de la radicación de 
las guías ambientales expedida por la Autoridad 
Nacional de Licencias Ambientales (ANLA).

Esta verificación no será necesaria respecto de 
aquellas actividades de exploración y explotación 
minera sobre las que pese una medida de suspensión, 
en los términos del artículo 306 del Código de Minas.

2.	 Diligencia de destrucción.
Si de acuerdo con la verificación, la exploración 

y/o explotación de minerales respectiva se desarrolla 

sin título minero inscrito en el Registro Minero 
Nacional y sin licencia ambiental o su equivalente, 
la Policía Nacional se trasladará al lugar de los 
hechos y destruirá la maquinaria.

Si durante la diligencia de destrucción la Policía 
Nacional recibe información documental sobre la 
existencia del título minero inscrito en el Registro 
Minero Nacional y de la licencia ambiental o su 
equivalente; de solicitud de legalización de minería 
de hecho o de formalización de minería tradicional 
con certificación de la radicación de la guía 
ambiental expedida por la Autoridad Nacional de 
Licencias Ambientales (ANLA); de Área de Reserva 
Especial delimitada o declarada o de Subcontrato de 
Formalización autorizado; suspenderá la diligencia.

Para tales efectos, la Policía Nacional procederá 
a verificar in situ con la autoridad competente la 
autenticidad de la información. De no coincidir, 
seguirá adelante con la diligencia de destrucción.

La Policía Nacional elaborará un informe 
detallado de la diligencia, en el cual hará constar la 
procedencia de la medida, el lugar, hora y fecha de 
la diligencia y la identificación de los bienes objeto 
de la misma.

Artículo 9º. Registro videográfico y fotográfico. 
La Policía Nacional hará un registro videográfico 
y fotográfico de los bienes objeto de destrucción, 
el cual formará parte del informe de la diligencia, 
para ser conservado y trasladado, de ser el caso, a 
las investigaciones penales o administrativas que 
por los mismos hechos adelanten las autoridades 
competentes.

Artículo 10. Control de sustancias químicas 
e insumos utilizados en actividades mineras. El 
Gobierno nacional establecerá controles para 
el ingreso al territorio nacional, transporte, 
almacenamiento, comercialización, registro, 
producción, uso, y disposición final, entre otros, de 
los insumos y sustancias químicas utilizados en la 
actividad minera.

Los insumos y sustancias químicas incautados 
como consecuencia del incumplimiento de los 
requisitos a los que hace referencia el anterior inciso 
serán puestas a disposición de la Sociedad de Activos 
Especiales S.A.S. (SAE), para lo de su competencia.

Artículo 11. Adiciónese un numeral al literal d 
del artículo 131 del Código Nacional de Tránsito 
Terrestre, Ley 769 de 2002, así:

16.	 Guiar, trasladar o movilizar maquinaria 
pesada sin la Guía de Movilización de Maquinaria, 
por vías o en horarios no autorizados o con 
infracción al sistema de monitoreo, de conformidad 
con las restricciones y reglamentaciones señaladas 
por el Gobierno nacional para estos casos. Además, 
el vehículo y/o maquinaria serán inmovilizados, sin 
perjuicio de las demás sanciones contempladas por 
autoridad judicial y/o administrativa competente.

TÍTULO CUARTO
SANCIONES Y GUÍAS AMBIENTALES

Artículo 12. Modifíquese el artículo 1° de la Ley 
1333 de 2009, el cual quedará así:
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Artículo 1°. Titularidad de la potestad 
sancionatoria en materia ambiental. La potestad 
sancionatoria en materia ambiental la ejercen, 
sin perjuicio de las competencias legales de otras 
autoridades, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, la Autoridad Nacional de Licencias 
Ambientales, las Corporaciones Autónomas 
Regionales, las de Desarrollo Sostenible, las 
Unidades Ambientales de los grandes centros 
urbanos a que se refiere el artículo 66 de la Ley 99 
de 1993, los establecimientos públicos ambientales 
a que se refiere el artículo 13 de la Ley 768 de 2002 
y Parques Nacionales Naturales de Colombia, de 
conformidad con las competencias establecidas por 
la ley y los reglamentos.

Parágrafo. En materia ambiental, se presume la 
culpa o el dolo del infractor, lo cual dará lugar a las 
medidas preventivas. El infractor será sancionado 
definitivamente si no desvirtúa la presunción de 
culpa o dolo para lo cual tendrá la carga de la 
prueba y podrá utilizar todos los medios probatorios 
legales.”.

Artículo 13. Modifíquese el artículo 2° de la Ley 
1333 de 2009, el cual quedará así:

Artículo 2°. Facultad a prevención. El 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible; 
la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales, 
Parques Nacionales Naturales de Colombia; 
las Corporaciones Autónomas Regionales y 
las de Desarrollo Sostenible; las Unidades 
Ambientales de los grandes centros urbanos a que 
se refiere el artículo 66 de la Ley 99 de 1993; los 
establecimientos públicos ambientales a los que 
hace alusión el artículo 13 de la Ley 768 de 2002; 
la Armada Nacional; la Policía Nacional así como 
los departamentos, municipios y distritos, quedan 
investidos a prevención de la respectiva autoridad 
para imponer y ejecutar las medidas preventivas 
consagradas en esta ley y que sean aplicables, según 
el caso, sin perjuicio de las competencias legales de 
otras autoridades.

Parágrafo. En todo caso las sanciones 
solamente podrán ser impuestas por la autoridad 
ambiental competente para otorgar la respectiva 
licencia ambiental, permiso, concesión y demás 
autorizaciones ambientales e instrumentos de 
manejo y control ambiental, previo agotamiento 
del procedimiento sancionatorio. Para el efecto 
anterior, la autoridad que haya impuesto la medida 
preventiva deberá dar traslado de las actuaciones 
a la autoridad ambiental competente, dentro de los 
cinco (5) días hábiles siguientes a la imposición de 
la misma.” En todo caso, la Policía Nacional podrá 
ejecutar las sanciones impuestas por la autoridad 
ambiental competente cuando así se lo requieran.

Artículo 14. Modifíquese el artículo 36 de la Ley 
1333 de 2009, el cual quedará así:

Artículo 36. Tipos de medidas preventivas. El 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales, 
las Corporaciones Autónomas Regionales, las de 
Desarrollo Sostenible y las Unidades Ambientales 
de los grandes centros urbanos, los establecimientos 
públicos ambientales de que trata la Ley 768 de 

2002, la Unidad Administrativa Especial Parques 
Nacionales Naturales de Colombia, la Armada 
Nacional, la Policía Nacional, los departamentos, 
los municipios y los distritos impondrán al 
infractor de las normas ambientales, mediante 
acto administrativo motivado y de acuerdo con la 
gravedad de la infracción alguna o algunas de las 
siguientes medidas preventivas:

1.	 Amonestación escrita.
2.	 Decomiso preventivo de productos, elemen-

tos, medios o implementos utilizados para 
cometer la infracción.

3.	 Aprehensión preventiva de especímenes, pro-
ductos y subproductos de fauna y flora silves-
tres.

4.	 Suspensión de obra o actividad cuando pue-
da derivarse daño o peligro para el medio 
ambiente, los recursos naturales, el paisaje o 
la salud humana o cuando el proyecto, obra 
o actividad se haya iniciado sin permiso, 
concesión, autorización o licencia ambiental 
o ejecutado incumpliendo los términos de los 
mismos.

Parágrafo. Los costos en que incurra la autoridad 
por la imposición de las medidas preventivas 
como almacenamiento, transporte, vigilancia, 
parqueadero, destrucción, demolición, entre otros, 
serán a cargo del infractor.

Artículo 15. Modifíquese el artículo 47 de la Ley 
1333 de 2009, el cual quedará así:

Artículo 47. Decomiso definitivo de productos, 
elementos, medios o implementos utilizados para 
cometer la infracción. Consiste en la aprehensión 
material y definitiva de los productos, elementos, 
medios e implementos utilizados para infringir las 
normas ambientales.

Una vez decretado el decomiso definitivo, la 
autoridad ambiental podrá disponer de los bienes 
para el uso de la entidad o entregarlos a entidades 
públicas para facilitar el cumplimiento de sus 
funciones, a través de Convenios Interinstitucionales 
que permitan verificar la utilización correcta o 
venderlos en pública subasta.

Artículo 16. Guías ambientales. Las actividades 
mineras que se desarrollen bajo el amparo de las 
solicitudes de legalización de minería de hecho y las 
solicitudes de formalización de minería tradicional 
creadas por ley; de las Áreas de Reserva Especial 
delimitadas o declaradas de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 31 de la Ley 685 de 2001; 
y de los Subcontratos de Formalización Minera que 
hayan sido autorizados por la Autoridad Minera 
Nacional, deberán radicar e implementar ante la 
autoridad ambiental regional las guías ambientales 
expedidas por el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible durante los procesos antes mencionados 
y hasta que se obtengan el instrumento de manejo y 
control ambiental respectivo.

El incumplimiento de la guía ambiental será 
causal de rechazo de la solicitud de legalización 
de minería de hecho o de formalización de minería 
tradicional, de revocatoria del acto administrativo 
por medio del cual se delimitó o declaró el Área de 
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Reserva Especial, o de terminación de la autorización 
del Subcontrato de Formalización Minera.

Para el efecto la autoridad ambiental competente 
constatará y documentará la implementación de 
la guía ambiental de las actividades mineras y, en 
caso de inobservancia de la misma, procederá por 
acto administrativo de trámite a requerir por una 
sola vez al interesado para que en un término no 
mayor a cinco (5) días subsane las faltas que se le 
imputan o formule su defensa, respaldada con las 
pruebas correspondientes. Vencido este término, 
la autoridad ambiental se pronunciará, y en el 
evento en que el interesado no subsane la falta o 
no desvirtúe el incumplimiento, se comunicará 
tal situación a la Agencia Nacional de Minería 
dentro de los cinco (5) días siguientes, a efecto de 
que dicha entidad proceda de manera inmediata al 
rechazo de la solicitud de legalización de minería 
de hecho o de formalización de minería tradicional; 
a la terminación de la delimitación o declaración 
del Área de Reserva Especial o a la terminación de 
la autorización del Subcontrato de Formalización 
Minera.

En todo caso, tanto las autoridades ambientales 
competentes como la Agencia Nacional de Minería 
deberán observar de manera estricta el cumplimiento 
de los plazos establecidos en las normas que regulan 
los procesos de que trata el primer inciso del presente 
artículo y, en caso de incumplimiento, deberá darse 
inicio a las actuaciones disciplinarias a que haya 
lugar.

La no radicación de la guía ambiental ante la 
autoridad ambiental regional hará inaplicable la 
excepción contenida en el literal (i) del artículo 7º.

Lo anterior, sin perjuicio de la aplicación de la 
Ley 1333 de 2009 en materia de daño ambiental.

Parágrafo. Las autoridades ambientales 
competentes podrán cobrar los servicios de segui-
miento ambiental que se efectúen a las actividades 
mineras durante la implementación de las guías 
ambientales, sin perjuicio del cobro del servicio de 
evaluación que se deba realizar para la imposición, 
establecimiento o aprobación del instrumento de 
manejo y control ambiental que ampare la operación 
de estas actividades. El cobro del seguimiento por 
implementación de las guías ambientales se realizará 
de conformidad con lo dispuesto en la Ley 633 de 
2000, teniendo en cuenta que el tope aplicable para 
tales servicios no podrá ser superior al costo de la 
tarifa mínima.

TÍTULO QUINTO
DECOMISO, SUSPENSIÓN Y 
FORMALIZACIÓN MINERA

Artículo 17. Modifíquese el artículo 161 del 
Código de Minas, Ley 685 de 2001, el cual quedará 
así:

Artículo 161. Aprehensión física y decomiso. 
La Policía Nacional de oficio o por petición de las 
autoridades de policía efectuará la aprehensión 
física de los minerales que se transporten o comercien 
y que no cumplan con los requisitos contemplados 
por la normatividad vigente, cualquiera de estas 
autoridades dará inicio a un procedimiento 

administrativo en el cual se garantice el derecho 
de defensa, para lo cual se regirán por las normas 
establecidas para el procedimiento sancionatorio 
administrativo, contenidas en la Ley 1437 de 
2011. Si hay lugar a ello, al finalizar la actuación 
administrativa sancionatoria el decomiso se 
impondrá mediante resolución motivada, en la que se 
dispondrá la entrega de los minerales a la Sociedad 
de Activos Especiales S.A.S. para su administración 
mediante los mecanismos que establece el artículo 
92 de la Ley 1708 de 2014, sin que se considere 
que los bienes entregados se encuentren inmersos 
en proceso de extinción de dominio, lo anterior en 
concordancia con lo dispuesto por el artículo 152 
de la Ley 1753 de 2015.

La Sociedad de Activos Especiales S.A.S. deberá 
propender, previo a la iniciación de los demás 
mecanismos de administración a que hace referencia 
el inciso anterior, por la enajenación temprana de 
los minerales establecida en el artículo 93 de la Ley 
1708 de 2014, para lo cual únicamente requerirá 
permiso de la autoridad administrativa que conozca 
de la actuación administrativa sancionatoria, la 
cual deberá emitirse dentro de los treinta (30) días 
siguientes a la radicación de la solicitud, término 
a partir del cual operará el silencio administrativo 
positivo. Esta enajenación se realizará mediante los 
mecanismos que tenga establecidos la Sociedad de 
Activos Especiales S.A.S. para sus operaciones de 
venta. 

Una vez impuesta la sanción, los recursos 
obtenidos de la administración de los minerales 
decomisados, una vez descontados los gastos 
en que haya incurrido la Sociedad de Activos 
Especiales S.A.S. y la comisión correspondiente 
por su administración, deberán destinarse a las 
actividades de control y judicialización realizadas 
por la Fuerza Pública dentro de la estrategia contra 
la explotación ilícita de minerales, al programa de 
formalización de pequeña minería, a la fiscalización 
minera, a la subcuenta de inversiones ambientales 
del Fonam y a programas de capacitación de 
las Autoridades encargadas de la prevención, 
investigación y juzgamiento de la explotación 
ilícita de minerales, sin perjuicio de las acciones de 
extinción de dominio y/o penales que correspondan. 
El Gobierno nacional reglamentará la materia.

Artículo 18. Modifíquese el artículo 306 del 
Código de Minas, Ley 685 de 2001, el cual quedará 
así:

Artículo 306. Suspensión de exploración o 
explotación minera sin título. De oficio o a solicitud 
de parte o queja, el Alcalde o la Policía Nacional 
deberán suspender la exploración o explotación de 
minerales que se desarrollen sin el amparo de un 
título minero inscrito en el Registro Minero Nacional 
o de alguna disposición legal que lo habilite, para 
lo cual se requerirá certificación emitida por la 
Agencia Nacional de Minería, donde conste que 
quien ejerce la actividad no está autorizado por la 
normatividad minera para ello.

Esta suspensión será indefinida y solo se 
levantará cuando se presente la certificación 
expedida por la Agencia Nacional de Minería, en la 
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que se indique que las actividades de exploración o 
explotación se ejercen bajo el amparo de un título 
minero inscrito en el Registro Minero Nacional o de 
alguna disposición legal que lo habilite.

En el caso de que exista bocamina, procederá la 
medida de implosión de la misma.

La omisión por el alcalde de cualquiera de las 
medidas señaladas en este artículo, después de 
recibido el aviso o queja, lo hará acreedor a sanción 
disciplinaria por falta grave.

Parágrafo. Ejecutadas las medidas de que trata 
este Artículo, se deberá elaborar un informe que 
será puesto en conocimiento de la Fiscalía General 
de la Nación, de la autoridad ambiental del área de 
jurisdicción y de la Agencia Nacional de Minería, 
con el fin de que se inicien las acciones a que haya 
lugar. En este informe constará la procedencia de la 
medida, así como el lugar, fecha y hora en la cual se 
ejecuta, y se acompañará del registro videográfico 
o fotográfico correspondiente. 

Artículo 19. Adiciónese un literal al artículo 332 
de la Ley 685 de 2001, así:

j) Contratos de Operación Minera.
Parágrafo. Los titulares mineros que hayan 

suscrito contratos de operación a la fecha de 
expedición de la presente ley, deberán informarlo a 
la Autoridad Minera Nacional en el término de seis 
(6) meses contados a partir de la publicación de la 
misma, para que se proceda a la inscripción en el 
Registro Minero Nacional.

Artículo 20. Trabajo y explotación infantil. 
Cuando la Autoridad Minera compruebe que 
personas jurídicas o naturales, en ejercicio de 
actividades mineras amparadas por un título minero, 
contraten o utilicen menores para que desempeñen 
labores de minería, declarará la caducidad del título, 
sin que haya lugar a subsanación.

En el caso de que la Autoridad Minera evidencie 
la presencia de menores de edad adelantando 
actividades mineras en áreas sobre las cuales 
se hayan presentado solicitudes de legalización 
o formalización o en áreas de reserva especial, 
procederá al rechazo de plano de las mismas, sin 
que estas puedan ser presentadas de nuevo por los 
mismos solicitantes.

De la actuación anterior se compulsarán 
copias al Ministerio de Trabajo para que inicie 
la investigación correspondiente; al Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar para que efectúe 
el retiro inmediato del menor de la actividad 
minera e inicie el proceso administrativo de 
restablecimiento de derechos; así como a la Policía 
de Infancia y Adolescencia, la autoridad municipal, 
la Procuraduría General de la Nación, la Defensoría 
del Pueblo y la Fiscalía General de la Nación, para 
lo de su competencia.

Artículo 21. Minería de subsistencia, definición 
e inscripción. Se entiende como minería de 
subsistencia la actividad minera desarrollada por 
personas naturales que se dedican a la extracción y 
recolección, a cielo abierto, de arenas y gravas de 
río destinadas a la industria de la construcción, de 

arcillas, de metales preciosos, de piedras preciosas y 
semipreciosas, por medios y herramientas manuales, 
sin la utilización de equipos mecanizados, explosivos 
o maquinaria para el arranque del mineral. En la 
minería de subsistencia se entienden incluidas las 
labores de barequeo.

Para el desarrollo de las actividades de minería 
de subsistencia solo se requerirá la inscripción 
personal y gratuita ante la alcaldía del municipio 
donde realiza la actividad con el cumplimiento de 
los siguientes requisitos: Cédula de ciudadanía, 
Registro Único Tributario (RUT) del año de la 
inscripción, Certificado de afiliación al Sisbén o el 
documento que haga sus veces, presentación de los 
permisos o autorizaciones de que trata este artículo, 
indicación del mineral y descripción de la actividad 
de subsistencia que va a desarrollar, indicación de la 
zona en donde va a realizar las labores de subsistencia 
(municipio, corregimiento, caserío, vereda, río). Los 
mineros de subsistencia no podrán estar inscritos en 
más de un municipio a la vez.

El Ministerio de Minas y Energía establecerá 
un formulario de referencia que contendrá los 
requisitos antes señalados para que sean adoptados 
por las alcaldías.

Esta inscripción deberá ser renovada anualmente 
y de manera personal. Los barequeros que se 
encuentran inscritos al momento de entrar en 
vigencia la presente ley, deberán, en un término no 
mayor de seis (6) meses renovar dicha inscripción 
cumpliendo con los requisitos antes establecidos.

Realizada la inscripción, la alcaldía deberá 
allegar, en un término no mayor de un (1) mes, la 
información a la Autoridad Minera Nacional, a través 
de los medios que el Ministerio de Minas y Energía y 
la Autoridad Minera Nacional establezcan, con el fin 
de que los mineros de subsistencia sean publicados 
en el Registro Único de Comercializadores Mineros  
(Rucom).

Los alcaldes vigilarán de manera estricta el 
cumplimiento de lo dispuesto en este artículo e 
impondrán las medidas preventivas a que haya 
lugar desde el punto de vista minero. Lo anterior sin 
perjuicio de las medidas preventivas y sancionatorias 
que imponga la autoridad ambiental para la 
prevención o por la comisión de un daño ambiental 
de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 1333 de 2009, 
o la que la modifique, adicione o sustituya.

El alcalde se abstendrá de inscribir o cancelará 
la inscripción del minero de subsistencia en los 
siguientes eventos:

a)	 Si la actividad se realiza en zonas excluidas o 
prohibidas de las actividades mineras.

b)	 Si la actividad se realiza en zonas restringidas 
de las actividades mineras sin los permisos o 
requisitos correspondientes.

c)	 Si la actividad se realiza en un lugar diferente 
al señalado en la inscripción.

d)	 Cuando exceda los volúmenes de producción 
señalados por el Ministerio de Minas y Energía.

e)	 Cuando utilice maquinaria, equipos meca-
nizados o explosivos para el arranque de los 
minerales.
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f)	 Si las actividades se realizan de manera sub-
terránea.

g)	 Cuando extraiga un mineral diferente al esta-
blecido en la inscripción.

Al minero de subsistencia que se le cancele la 
inscripción no podrá inscribirse ante cualquier 
alcaldía por un término de seis (6) meses.

Artículo 22. Restricciones y prohibiciones para la 
minería de subsistencia. Podrán efectuarse trabajos 
de minería de subsistencia en las siguientes zonas 
y lugares, con las restricciones que se expresan a 
continuación:

a)	 En los terrenos de propiedad privada, previa 
autorización del propietario;

b)	 Dentro del perímetro urbano de las ciudades 
o poblados, señalado por los acuerdos muni-
cipales, adoptados de conformidad con las 
normas legales sobre régimen municipal, sal-
vo en las áreas en las cuales estén prohibidas 
las actividades mineras;

c)	 En las áreas ocupadas por construcciones ru-
rales, incluyendo sus huertas, jardines y sola-
res anexos, siempre y cuando se cuente con el 
consentimiento de su dueño o poseedor y no 
haya peligro para la salud e integridad de sus 
moradores;

d)	 En las áreas adjudicadas colectivamente con-
forme a la norma a comunidades negras o 
indígenas, solo podrán practicar minería de 
subsistencia quienes pertenezcan a la misma 
comunidad, previa autorización de su repre-
sentante.

El alcalde resolverá los conflictos que se 
presenten entre los mineros de subsistencia y los de 
estos con los propietarios y ocupantes de terrenos. 
Dichas controversias deberán ser resueltas por el 
alcalde en un término máximo de tres (3) de meses a 
partir de la presentación de la queja o solicitud.

No se permitirá la minería de subsistencia en los 
lugares indicados en los literales a y b del artículo 
157 de la Ley 685 de 2001.

Por razones de seguridad minera, la minería 
de subsistencia no se podrá desarrollar de manera 
subterránea.

Los mineros de subsistencia no podrán exceder 
los volúmenes de producción fijados por el 
Ministerio de Minas y Energía.

Artículo 23. Trámite solicitudes de formalización 
de minería tradicional. Las personas naturales, 
grupos o asociaciones que presentaron solicitud de 
formalización de minería tradicional hasta el 10 de 
mayo de 2013 ante la autoridad minera competente, 
que cumplieron con los requisitos dispuestos para 
su presentación y que a la fecha de promulgación 
de esta ley se encuentran vigentes; tendrán derecho 
al trámite y resolución de las mismas, siempre que 
el área se hallare libre para contratar. La autoridad 
minera resolverá estas solicitudes en el término de 
dos (2) años.

En el evento en que las solicitudes de formalización 
de minería tradicional se hayan presentado en un 
área ocupada por un contrato de concesión minera, 
un contrato en virtud de aporte o una autorización 

temporal, la autoridad minera procederá a realizar un 
proceso de mediación entre las partes, con el fin de 
que puedan continuar desarrollándose estas labores 
mineras tradicionales. De negarse el titular minero a 
la mediación o de no lograrse un acuerdo entre las 
partes, se procederá por parte de la autoridad minera 
al rechazó de la solicitud de formalización.

Adicionalmente, serán viables las solicitudes de 
formalización de minería tradicional que se hayan 
presentado en áreas de propuesta de contrato de 
concesión minera, pero la mediación solo podrá 
realizarse hasta que se obtenga por parte del 
proponente el contrato de concesión.

En caso de renuncia, caducidad o terminación 
del contrato de concesión, el minero o los mineros 
que hayan presentado solicitud de formalización de 
minería tradicional en el área objeto de dicho contrato, 
tendrán derecho de preferencia para continuar con el 
trámite de dicha solicitud. Así mismo, tendrán este 
derecho, cuando sea rechazada o desistida la propuesta 
de contrato de concesión minera.

Las solicitudes de formalización de minería 
tradicional que cuenten con área libre y que 
acreditaron el ejercicio de la actividad en el área de 
la solicitud, en forma continua o discontinua, desde 
antes de la vigencia de la Ley 685 de 2001, serán 
objeto de visita técnica por parte de la autoridad 
minera, con el fin de determinar la viabilidad para 
el otorgamiento del contrato de concesión para la 
explotación minera. Este contrato se celebrará previa 
presentación del Programa de Trabajos y Obras 
(PTO) y Plan de Manejo Ambiental (PMA) por parte 
del beneficiario de la solicitud de formalización de 
minería tradicional.

Parágrafo. Mientras la solicitud de minería 
tradicional no se resuelva de fondo, no habrá lugar a 
la aplicación de las medidas previstas en los artículos 
161 y 306 de la Ley 685 de 2001, ni a proseguir 
las acciones penales señaladas en los artículos 
159 y 160 de esta misma ley, sin perjuicio de la 
aplicación de medidas preventivas y sancionatorias 
de carácter ambiental, así como las relacionadas con 
la seguridad minera.

Artículo 24. Inscripción y fiscalización de 
las plantas de beneficio en el Registro Único de 
Comercializadores de Minerales (Rucom). Los 
propietarios de las plantas de beneficio que no 
se encuentren en un área amparada por un título 
minero deberán inscribirse en el Registro Único de 
Comercializadores de Minerales (Rucom).

Los beneficiarios de títulos mineros deberán 
informar a la Agencia Nacional de Minería la 
existencia de Plantas de Beneficio en el área del 
mismo, con el fin de que estas sean publicadas en 
las listas del Registro Único de Comercializadores 
de Minerales.

Las condiciones y requisitos para la inscripción de 
los propietarios de plantas de beneficio de minerales 
serán establecidas por el Gobierno nacional. La 
verificación de estos requisitos será competencia de 
la entidad administradora del Rucom.

El Ministerio de Minas y Energía o la entidad 
a quien este delegue o a quien se tercerice la 
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fiscalización deberá realizar el seguimiento y control 
de las Plantas de Beneficio.

Artículo 25. Sanciones por exceso de producción. 
Cuando los explotadores mineros autorizados 
que no cuenten con título minero inscrito en el 
Registro Minero Nacional, excedan los volúmenes 
de producción establecidos por la Autoridad Minera 
Nacional o el Ministerio de Minas y Energía, se les 
suspenderá por un período de seis (6) meses contados 
a partir de la firmeza del acto administrativo que 
adopte la medida, la publicación en el Registro 
Único de Comercializadores (Rucom). Este acto 
administrativo se expedirá previo agotamiento del 
procedimiento descrito en el Capítulo III del Título 
III del Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo, Ley 1437 de 2011, o 
la norma que lo derogue, modifique o sustituya.

Vencido el término de que trata el inciso anterior, 
el explotador minero referido en este Artículo 
podrá ser publicado nuevamente en el Rucom 
para reiniciar su actividad. En el evento en que 
reincida en la conducta antes descrita, se procederá 
a la desanotación definitiva de las listas del Rucom, 
previo agotamiento del procedimiento descrito 
en el Capítulo III del Título III del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, Ley 1437 de 2011, o la norma que 
lo derogue, modifique o sustituya.

Artículo 26. Sanciones en la comercialización de 
minerales. Incurrirán en multa los comercializadores 
mineros autorizados y las plantas de beneficio 
que compren minerales a (i) explotadores mineros 
autorizados que no cuenten con título minero 
inscrito en el Registro Minero Nacional, siempre 
que excedan los valores de producción establecidos 
por la Autoridad Minera Nacional y el Ministerio 
de Minas y Energía, según corresponda; y (ii) 
explotadores o comercializadores mineros no 
autorizados.

Esta multa será impuesta por la Autoridad Minera 
Nacional, hasta por mil (1.000) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes, cada vez y para cada 
caso de infracción por parte de los comercializadores 
mineros autorizados y las plantas de beneficio. El 
Ministerio de Minas y Energía reglamentará los 
criterios de graduación de dichas multas. Lo anterior, 
sin perjuicio de la medida de suspensión temporal o 
definitiva, según sea el caso, de la inscripción en el 
Registro Único de Comercializadores (Rucom), en 
la forma en que se establece en el artículo anterior.

Artículo 27. Volumen de producción minera. La 
Autoridad Minera Nacional determinará mediante 
acto administrativo el volumen máximo de 
producción de los explotadores mineros autorizados 
que no cuenten con título minero, con excepción de 
los mineros de subsistencia.

Artículo 28. Vigencia. Esta ley rige a partir de su 
promulgación y deroga todas las disposiciones que 
le sean contrarias.

En los anteriores términos fue aprobado Proyecto 
de ley número 169 de 2016 Senado acumulado con 

los Proyectos de ley número 137 de 2016 Senado 
y número 111 de 2016 Cámara, por medio de la 
cual se establecen disposiciones para el control a 
la explotación ilícita de yacimientos mineros y se 
dictan otras disposiciones, como consta en la sesión 
del día 13 de junio de 2017, Acta número 44.

Gaceta número 534 - Martes, 17 de julio de 2018
SENADO DE LA REPÚBLICA

TEXTOS DE COMISIÓN
Texto aprobado por la Comisión Primera del honorable 

Senado de la República al Proyecto de ley número 35 
de 2017 Senado, por la cual se modifica y adiciona 
la Ley 5ª de 1992, se crea la Comisión Legal del 
Congreso de la República para la Defensa, Protección 
y Promoción de los Derechos de los Pueblos 
Indígenas y se dictan otras disposiciones...................	 1

Texto aprobado por la Comisión Primera del honorable 
Senado de la República al Proyecto de ley número 86 
de 2017 Senado, por medio de la cual se modifica y 
adiciona la Ley 5ª de 1992, se crea la Comisión Legal 
para el Adulto Mayor del Congreso de la República 
de Colombia y se dictan otras disposiciones..............	 5

Texto aprobado por la Comisión Primera del honorable 
Senado de la República al Proyecto de ley número 
125 de 2017 Senado, por medio de la cual se modifica 
la Ley 5ª de 1992, se crea la Comisión Legal para 
la Defensa de los Niños, Niñas y Adolescentes 
y se dictan otras disposiciones....................................	 7

Texto aprobado por la Comisión Primera del honorable 
Senado de la República al Proyecto de ley número 
169 de 2016 Senado, acumulado con los Proyectos 
de ley número 137 de 2016 Senado y número 111 
de 2016 Cámara, por medio de la cual se establecen 
disposiciones para el control a la explotación 
ilícita de yacimientos mineros y se dictan otras 
disposiciones..............................................................	 9

Págs.

C O N T E N I D O

IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA - 2018


	1
	_gjdgxs

